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RESUMEN: 
El legislador español de 1978 recogió en el art. 1.1 CE (Título Preliminar) la fórmula de organización jurídico-política de los Estados democráticos liberales europeos de la segunda mitad del siglo XX. Tal modelo se inspiraba en tres grandes corrientes de influencia, que acabaron configurando el modelo de Estado más avanzado en la defensa de los derechos y libertades de los ciudadanos (Estado contemporáneo): 

· Existencia de un ‘’Estado de Derecho’’ (Rechtsstaat), desarrollado por la doctrina alemana del siglo XIX, pero con origen en la antigua Filosofía política griega, las aportaciones de Maquiavelo, Bodino y Hobbes, o la Escuela española de Derecho Natural. Dicho concepto se basa en la sumisión al Derecho de todos los ciudadanos e instituciones, y se plasma en los principios de legalidad de la Administración, o de separación de poderes.
· ‘’Estado democrático’’, cimentado en el principio de igualdad (igualdad política de los individuos adultos, o rechazo de cualquier tipo de discriminación).

· ‘’Estado social’’ (Welfare state, État providence), con precedentes liberales en las Revoluciones francesa y americana, o las Cortes españolas de Cádiz. Nacido en el siglo XIX para limitar la desigualdad social en el Estado liberal burgués, se orientó a la búsqueda del bienestar colectivo, gracias a la influencia del movimiento obrero, o la ‘’doctrina social de la Iglesia’’. De ahí que desde la Constitución alemana de Weimar (1919) las políticas del Estado fueran más intervencionista en materia de educación, sanidad, demografía, o cultura. 
Después de la Segunda Guerra Mundial, acabó imponiéndose el ‘’Estado social’’, reconocido por una gran mayoría de Constituciones de países occidentales capitalistas. Así, la primera Carta Magna que consagró dicho Estado fue la Ley Fundamental de Bonn de 1949, a la que siguieron las Constituciones italiana de 1947 y francesa de 1958. Fue en este período cuando se produjo también el reconocimiento internacional de los Derechos Humanos, así como de los fundamentales económicos, sociales y culturales. 

Por su parte, como precedente en el constitucionalismo histórico español, tan solo la (inmediata) Constitución de 1931 recogió una formula parecida a la del actual art. 1.1 CE. En este sentido, el precepto primero del texto republicano afirmaba que España era ‘’una República democrática de trabajadores de toda clase". 
En el debate constituyente español de los años setenta se discutió entre la posibilidad de redactar el precepto 1.1 conforme a nuestra Carta Magna de la II República, o bien según el constitucionalismo europeo de posguerra. Esta última vía fue finalmente la elegida. Asimismo, en nuestra formación como Estado social y democrático de Derecho, se optó por el uso del término ‘’España’’ frente al de ‘’Estado español’’ (propuesto por un sector del bloque nacionalista). Ello en base a la consideración del territorio español como realidad anterior al proceso constituyente.
En cuanto a los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico, la CE se inspiró igualmente en los citados textos alemán (respeto de la dignidad del hombre) y francés (divisa de libertad e igualdad). Como antecedente español, se tuvo en cuenta también al art. 1 de la Constitución de 1931, donde se establecía que España se organizaba ‘’en régimen de libertad y justicia’’. 
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